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BIENES LOCALES
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Prof. Tit. Univ. Zaragoza

I) NOVEDADES NORMATIVAS

1.- Estado.

Desde el anterior informe fechado en abril de 2008 hasta el momento no se ha aprobado por el Estado ninguna ley que de forma directa y sistemática regule el patrimonio local. No obstante, sí que han aparecido determinadas normas que pueden tener incidencia en el ámbito patrimonial local, tal y como se puede apreciar a continuación.

Se ha aprobado el Real Decreto legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley de Suelo. Dicha norma deroga la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, y el Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana. A la regulación contenida en la Ley 8/2007 relativa a los patrimonios municipales del suelo se aludió en un informe anterior, por lo que no se reitera su contenido. Unicamente indicar que la regulación de los patrimonios municipales del suelo en el nuevo Texto refundido se encuentra en los artículos 38 y 39 del mismo.

Además, debe indicarse que en relación con el dominio público estatal se ha aprobado el Real Decreto 863/2008, de 23 mayo, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 32/2003, de 3 de noviembre, General de Telecomunicaciones, en lo relativo al uso del dominio público radioeléctrico; y el Real Decreto 9/2008, de 11 enero, por el que se modifica el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, aprobado por el Real Decreto 849/1986, de 11-4-1986. Reales Decretos que se mencionan en la medida en que estos bienes son colindantes con propiedades locales o han planteado dudas sobre si se trata de bienes locales.

2.- Comunidades Autónomas.

Con carácter general debe señalarse que durante el año 2007 no se han aprobado normas que regulen directamente y sistemáticamente el patrimonio local, si bien han aparecido normas que inciden en su regulación.

A) País Vasco
Se ha aprobado el Decreto 105/2008, de 3 junio, de medidas urgentes en desarrollo de la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo, en cuyos artículos 37 a 39 se regulan los patrimonios municipales del suelo. En concreto, en los citados preceptos se dice lo siguiente:

Artículo 37. Destino de los Patrimonios Municipales de Suelo. Los bienes destinados a dotaciones públicas 

1. Los bienes de cualquier naturaleza que formando parte del Patrimonio Municipal de Suelo estén destinados por la ordenación urbanística a dotaciones de carácter público deberán destinarse a tal fin a salvo lo dispuesto legal y reglamentariamente sobre la alteración de dicha calificación urbanística.

2. Se destinará a la obtención de suelo para dotaciones públicas y su mantenimiento la indemnización económica sustitutoria definida en el artículo 25.2 de la Ley 2/2006 y en los artículos 3 y 17 de este Decreto, cuyos ingresos constituyen recursos afectos al patrimonio público de suelo.

Artículo 38. Destino de los Patrimonios Municipales de Suelo. Destino preferente 

1. Los bienes de cualquier naturaleza que formando parte del Patrimonio Municipal de Suelo no estén destinados a dotaciones de carácter público y la totalidad de los recursos integrantes de dicho Patrimonio Municipal de Suelo se deberán destinar preferentemente a la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública, entendiendo englobado en este concepto exclusivamente lo siguiente:

a) La adquisición de suelo donde el uso predominante sea el de vivienda de protección pública.

b) La urbanización de suelo calificado con destino a vivienda de protección pública.

c) La adquisición de suelo previamente urbanizado calificado con destino a vivienda de protección pública, incluyendo en este concepto la aportación económica prevista en el artículo 48.4 de la Ley 2/2006, de Suelo y Urbanismo, siempre que dicha edificabilidad adquirida esté destinada a la construcción de vivienda de protección pública.

d) La construcción de viviendas de protección pública.

e) La adquisición de viviendas de protección pública ya construidas para su destino a alquiler.

2. Así mismo, y con ese mismo carácter preferente, podrán destinarse también al costeamiento de obras de urbanización en unidades de ejecución con presencia en todo o en parte de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública cuando su desarrollo estuviera previsto en régimen de ejecución pública entendiendo por tal los sistemas de ejecución de cooperación, expropiación y agente urbanizador, cuando este último sea un ente o sociedad pública local, que tenga encomendada la gestión del patrimonio municipal de suelo.

Artículo 39. Destino de los Patrimonios Municipales de Suelo. Otros destinos posibles 

1. Con carácter adicional, los bienes de cualquier naturaleza que formando parte del Patrimonio Municipal de Suelo no estén destinados a dotaciones de carácter público y la totalidad de los recursos integrantes de dicho Patrimonio Municipal de Suelo podrá ser destinados a los siguientes fines:

a) Adquisición de la propiedad de los bienes y derechos incluidos en áreas de reserva municipal de suelo, de acuerdo con el procedimiento del artículo 120 , así como los incluidos en áreas sometidas a los derechos de tanteo y retracto, de acuerdo con el procedimiento regulado en el artículo 125 , ambos referidos a la Ley 2/2006, de Suelo y Urbanismo.

b) Obras de rehabilitación, renovación o mejora de infraestructuras de carácter público, de dotaciones públicas y sistemas generales en zonas degradadas. Se entenderán por infraestructuras y dotaciones públicas las establecidas en los artículos 54 y 57 de la Ley 2/2006, de Suelo y Urbanismo. Se entenderá por zona degradada, a los efectos de lo dispuesto en este artículo, aquellos ámbitos de suelo urbano objeto de regeneración y rehabilitación señalados por el planeamiento urbanístico, tal como se dispone en el artículo 50.2.h) de la citada Ley.

c) Adquisición y promoción pública de suelo para actividades económicas declaradas de fomento o de interés público, previo desarrollo reglamentario por parte del Departamento de la Administración autonómica competente en materia de Industria y Comercio, de acuerdo con lo establecido en la Disposición Adicional Décima de la Ley 2/2006, para el establecimiento de sus características, régimen jurídico y resto de determinaciones.

d) Obras de rehabilitación, recuperación y mejora del patrimonio histórico y cultural, cuando dichos bienes hubieren sido así declarados bien por los Departamentos competentes en materia de Cultura de la Diputación Foral o del Gobierno Vasco o bien hubieren sido incluidos en el catálogo municipal.

e) Construcción, rehabilitación o mejora de equipamientos colectivos de titularidad municipal, entendiendo por tales aquellos de servicio y dominio público.

B) Cataluña.

Se ha aprobado la Ley 11/2008, de 31 de julio, de modificación de la Ley 7/1993, de 30 de septiembre, de carreteras. En dicha modificación resultan de interés los nuevos artículos 5 bis, en el que se prevé la existencia de una red local de carreteras pertenecientes a Diputaciones provinciales o entes locales supramunicipales que las sustituyan; y el artículo 10 bis, en el que se regula el cambio de titularidad de las carreteras por razones de interés público.

C) Galicia.

Se ha aprobado la Ley 6/2008, de 19 de junio, de medidas urgentes en materia de vivienda y suelo, que modifica la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de ordenación urbanística y protección del medio rural de Galicia. En ella se modifica parcialmente la regulación del patrimonio municipal del suelo. En particular, se da nueva redacción a los siguientes artículos:

Artículo 174.1. Los Ayuntamientos habrán de constituir el patrimonio municipal del suelo con la finalidad de obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública, facilitar la ejecución de la ordenación territorial y urbanística y contribuir a la reglamentación del mercado de terrenos destinados al desarrollo urbanístico.

Artículo 174.2. También habrá de constituir su propio patrimonio de suelo la Administración autonómica en colaboración con los Ayuntamientos, al objeto de atender la demanda de vivienda de protección pública y de suelo para el desarrollo de actividades empresariales.

Artículo 174.3. La Administración autonómica habrá de constituir también un inventario de suelo para vivienda pública, en el que se incluirán los terrenos dotacionales obtenidos por la Administración autonómica en virtud de lo dispuesto en los artículos 22.h) y 47.10 de la presente Ley.

Artículo 177. 2. La enajenación o permuta de los bienes de carácter patrimonial que constituyen el patrimonio público del suelo de la Administración autonómica o local se realizará, de acuerdo con lo contemplado en la normativa sectorial correspondiente, mediante concurso público por procedimiento abierto, en la forma establecida en la legislación de contratos de las administraciones públicas y patrimonial.No podrán enajenarse o permutarse bienes del patrimonio público de suelo hasta tanto éste y el registro de solares se hayan constituido formalmente.En el pliego de condiciones se determinará, como mínimo, lo siguiente:

a) Plazos máximos de edificación y, en su caso, de urbanización.

b) Precios finales máximos de venta o alquiler de las futuras edificaciones.

c) Condiciones que impidan ulteriores enajenaciones por precio superior al de adquisición.

d) Índices de referencia para la actualización de los precios señalados en las letras b) y c) anteriores.

Si el concurso quedase desierto, podrá enajenarse directamente dentro del plazo máximo de un año, en las mismas condiciones.

Artículo 177. 5. Si transcurriesen dos años desde que los terrenos integrantes del patrimonio municipal de suelo a que hace referencia el apartado tres adquirieran la condición de solar, o el plazo menor que pueda establecer el planeamiento para la edificación, sin que dicho proceso haya concluido por causas imputables a la administración titular, el Consello de la Xunta de Galicia, previo requerimiento exigido por el artículo 208 de la Ley de Administración Local de Galicia, podrá promover la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección hasta la finalización completa del proceso.

Artículo 177. 6. Los terrenos del inventario de suelo para vivienda pública al que hace referencia el apartado 3 del artículo 174 tendrán la condición de bienes demaniales, y se adscribirán al Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo (IGVS), organismo autónomo adscrito a la Consellería de Vivienda y Suelo.Una vez obtenidos dichos terrenos y alcanzada la condición de solar, se procederá a la construcción de tales viviendas a través del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo o de los organismos o entidades dependientes del mismo.Una vez construidas y recepcionadas por la Administración, estas viviendas se destinarán a uso y aprovechamiento de aquellos que, mediante los procedimientos y con el cumplimiento de las condiciones que exija la legislación aplicable, resultasen adjudicatarios. El uso y el aprovechamiento se llevarán a cabo de forma que se garantice en todo caso la titularidad pública de las viviendas por tiempo indefinido.

Además, se ha aprobado también la Ley 7/2008, de 7 de julio, de protección del paisaje de Galicia; y la Ley 3/2008, de 23 de mayo de ordenación de la minería de Galicia

I) Comunidad Valenciana

Se ha aprobado el Decreto-Ley de 27 de junio de 2008, de medidas urgentes para el fomento de la vivienda y el suelo. En él se modifica el artículo 259 de la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, de la Generalitat, Urbanística Valenciana, que queda redactado en los siguientes términos:
 1. Los bienes y recursos que integran el patrimonio público de suelo, así como los ingresos obtenidos mediante la enajenación, permuta o cesión de terrenos y la sustitución del aprovechamiento correspondiente a la Administración por su equivalente económico, deberán ser destinados a la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública o, previo cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 2 siguiente, a otras actuaciones de interés social.

 2. Cuando la demanda de vivienda protegida esté satisfecha justificadamente, y se acredite en un programa municipal, de carácter plurianual, destinado a cubrir las necesidades de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública, concertado con la Conselleria competente por razón de la materia, y la necesidad del Municipio de destinarlos a otros usos de interés público así lo exijan, podrá reducirse o eximirse la obligación de destinarlos a la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública, pudiendo destinarse en este caso a otras actuaciones de interés social.

 3. Las actuaciones de interés social deberán tener algunos de los siguientes fines: 

a) Obtención de suelos y ejecución de los elementos pertenecientes a la ordenación estructural siempre que no estén adscritos o incluidos en un área de reparto.

 b) Ejecución de obras de urbanización de marcado carácter social y no incluidas en unidades de ejecución. 

c) Obtención de suelo y/o construcción de equipamientos de la red secundaria cuya ejecución no está prevista a cargo de los propietarios del suelo. 

d) Actuaciones de iniciativa pública destinadas a la renovación urbana, reforma interior o rehabilitación de viviendas. 

e) Conservación y mejora del medio ambiente, del entorno urbano y protección del patrimonio arquitectónico y del paisaje. 

f) Creación y promoción de suelo y/o ejecución de actuaciones de interés estratégico para el ejercicio de nuevas actividades económicas o ampliación de las existentes, sean de iniciativa pública o privada. 

J) Aragón
Se ha aprobado la Ley 1/2008, de 4 de abril, por la que se establecen medidas urgentes para la adaptación del ordenamiento urbanístico a la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, garantías de sostenibilidad del planeamiento urbanístico e impulso a las políticas activas de vivienda y suelo en la Comunidad Autónoma de Aragón . Dicha norma modifica diversos preceptos de la Ley Urbanística de Aragón, de los cuales únicamente interesan aquellos que se refieren al patrimonio municipal del suelo y que a continuación se transcriben:

Artículo 85.

1. La Administración de la Comunidad Autónoma y los Ayuntamientos que dispongan de Plan General de Ordenación Urbana deberán constituir su respectivo patrimonio público de suelo, con la finalidad de regular el mercado de terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública, facilitar la ejecución del planeamiento y los restantes fines establecidos en el artículo siguiente.

2. Transcurrido el plazo de un año desde la aprobación del Plan General de Ordenación Urbana sin que haya tenido lugar la constitución del patrimonio municipal del suelo, se entenderá constituido por ministerio de la ley, quedando sujetos los bienes que lo integren al régimen jurídico establecido en esta Ley.

3. El Consejero competente en materia de urbanismo podrá dispensar a Municipios con población de derecho inferior a dos mil habitantes de la obligación de constituir el patrimonio municipal del suelo. En el expediente deberá acreditarse la innecesariedad del patrimonio municipal del suelo atendida la finalidad del mismo de conformidad con esta Ley.

4. La exención quedará sin efecto por ministerio de la Ley, salvo que medie resolución en sentido contrario del Consejero competente en materia de urbanismo, en aquellos Municipios que, habiendo sido eximidos, superen durante cinco años consecutivos el umbral demográfico establecido en el apartado anterior. En todo caso, el Consejero competente en materia de urbanismo podrá revocar la exención, a instancia del Municipio o del Director General competente en materia de urbanismo, cuando se alteren sustancialmente las circunstancias que justificaron la exención.

Artículo 86

1. Los ingresos obtenidos mediante enajenación de terrenos y sustitución del aprovechamiento correspondiente a la Administración por su equivalente en metálico se destinarán a la conservación y ampliación del patrimonio público del suelo, siempre que sólo se financien gastos de capital y no se infrinja la legislación que les sea aplicable, o, mediante acuerdo específico del órgano competente, a los usos propios de su destino, entre los que se incluyen en todo caso los siguientes:

a) Obras de urbanización en suelo urbano.

b) Obtención y ejecución de dotaciones locales en suelo urbano consolidado o de sistemas generales.

c) Construcción de equipamientos públicos u otras instalaciones de uso público autonómico o municipal, siempre que sean promovidas por las Administraciones públicas o sus entidades instrumentales.

d) Actuaciones de iniciativa pública de renovación urbana, reforma interior o rehabilitación de vivienda.

e) Gastos de realojo y retorno.

f) Compra y, en su caso, rehabilitación de edificios para vivienda protegida o equipamientos públicos.

Artículo 87

Integrarán el correspondiente patrimonio público del suelo los siguientes terrenos:

a) Los de naturaleza patrimonial que resultaren clasificados como suelo urbano o urbanizable.

b) Los obtenidos como consecuencia de cesiones o expropiaciones urbanísticas de cualquier clase, salvo que los terrenos cedidos estén afectos al establecimiento de sistemas generales o dotaciones locales públicas en tanto se mantenga la afección. El importe de las cesiones en metálico también se incorporará a este patrimonio.

c) Los terrenos adquiridos con la finalidad de incorporarlos a los patrimonios públicos del suelo.

Artículo 89.3

3. El régimen de disposición de los terrenos o aprovechamientos integrantes de los patrimonios públicos del suelo dependerá del uso al que estén destinados de conformidad con los siguientes criterios:

a) Cuando el planeamiento los destine a usos residenciales sin concretarse en el mismo o, mediante acuerdo expreso del órgano municipal competente, que lo sean de vivienda protegida, se enajenarán mediante permuta, conforme a la normativa de vivienda y garantizando la publicidad y concurrencia en los términos establecidos en la normativa de contratación y patrimonio de las Administraciones públicas.

b) Cuando en virtud del planeamiento o de acuerdo expreso del órgano municipal competente se destinen a usos residenciales de vivienda protegida, se enajenarán mediante concurso, sin perjuicio de su posible adjudicación directa, cuando éste quedase desierto, o de la cesión entre Administraciones, todo ello conforme a la normativa de vivienda.

c) Cuando el planeamiento los destine a usos no residenciales, se enajenarán mediante cualquiera de los procedimientos establecidos en los artículos siguientes».

Artículo 92

Los Municipios, la Administración de la Comunidad Autónoma y sus entidades instrumentales podrán transmitirse terrenos, directamente e incluso a título gratuito, comprendidos los de los patrimonios públicos de suelo, con fines de promoción de viviendas, construcción de equipamiento comunitario u otras infraestructuras o instalaciones de uso público o interés social.

Además en la Ley 1/2008 comentada se introduce una Disposición transitoria octava dedicada a la constitución de los patrimonios municipales de suelo, en la que se dice lo siguiente:

1. Transcurrido el plazo de un año desde la entrada en vigor del Decreto-ley 2/2007, de 4 de diciembre, sin que haya tenido lugar la constitución del patrimonio municipal del suelo en Municipios obligados a ello, se entenderá constituido por ministerio de la ley.

2. La obligación de constituir el patrimonio público de suelo se extiende a los Municipios que disponen de normas subsidiarias municipales, aun cuando no hayan sido adaptadas como Plan General. En defecto de acto municipal de constitución, el patrimonio municipal del suelo se entenderá constituido una vez transcurridos seis meses desde la entrada en vigor del Decreto-ley 2/2007, de 4 de diciembre.

K) Castilla –La Mancha

Se ha aprobado la Ley 3/2008, de 12 de junio, de Montes y Gestión Forestal Sostenible de Castilla-La Mancha. Dicha Ley, según su artículo 4 es aplicable también a los montes de las Entidades locales existentes en esa Comunidad Autónoma y a los montes vecinales. Estos últimos, según su articulo 4, tienen naturaleza especial derivada de su propiedad en común, sujeta a las limitaciones de indivisibilidad, inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, y se les aplicará lo dispuesto en esta Ley para los montes privados. A su articulado se incorpora la regulación estatal contenida en la Ley de Montes de 2003.

N) Extremadura
Se ha aprobado la Ley 2/2008, de 16 de junio, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en la que se regulan los convenios interadministrativos en el ámbito patrimonial. A continuación, se transcriben los artículos que se consideran relevantes en esta materia:

Artículo 143. Gestión conjunta de los edificios.
La gestión que recaiga sobre los inmuebles integrados en el Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Extremadura, cuyo uso se realice de forma compartida con otras Administraciones Públicas a partir de las premisas de acercamiento eficaz de los servicios administrativos a los ciudadanos y de acuerdo con los principios de cooperación, coordinación y colaboración, deberá ajustarse a los siguientes criterios:

a) Celebración de convenios de gestión conjunta de edificios.

b) Determinación de la participación en las cargas y beneficios de los inmuebles de utilización conjunta con arreglo a cuotas de participación que se correspondan a la superficie utilizada por cada Administración, organismos o entes públicos en relación con el total del inmueble, su emplazamiento interior o exterior, su situación y el uso que se presuma racionalmente que va a efectuarse de los servicios o elementos comunes.

c) Contribución con arreglo a las cuotas de participación correspondientes cuando vayan a acometerse en los edificios compartidos actuaciones que impliquen adaptaciones a la normativa reguladora de la accesibilidad o a normas básicas relativas a la funcionalidad, seguridad o habitabilidad.

Artículo 152. Actuaciones de colaboración.
A los efectos previstos en el presente Título, podrán realizarse programas de colaboración con otras Administraciones Públicas, que consigan mejorar el aprovechamiento y explotación de los inmuebles administrativos y de los servicios públicos que se prestan.

Artículo 154. Iniciativa de las Administraciones para la gestión de los bienes públicos.
En el marco de las relaciones de cooperación y coordinación, y en relación con bienes determinados, la Comunidad Autónoma de Extremadura y los entes que integran la Administración Local podrán solicitar a los órganos competentes de las Administraciones titulares de los mismos la adopción, respecto de éstos, de cuantos actos de gestión patrimonial, como afectaciones, desafectaciones, mutaciones demaniales, adscripciones o desadscripciones, que consideren pueden contribuir al pleno desenvolvimiento y efectividad de los principios recogidos que deben regir entre las Administraciones Públicas de acuerdo con la Ley patrimonial estatal.

Artículo 155. Convenios patrimoniales y urbanísticos.
La Comunidad Autónoma de Extremadura y los organismos públicos vinculados a ella o dependientes de la misma podrán celebrar convenios con otras Administraciones Públicas o con personas jurídicas de derecho público o de derecho privado pertenecientes al sector público, con el fin de ordenar las relaciones de carácter patrimonial y urbanístico entre ellas en un determinado ámbito o realizar actuaciones comprendidas en esta Ley en relación con los bienes y derechos de sus respectivos Patrimonios.

Artículo 156. Libertad de estipulaciones.
1. Los convenios a que se refiere el artículo anterior podrán contener cuantas estipulaciones se estimen necesarias o convenientes para la ordenación de las relaciones patrimoniales y urbanísticas entre las partes intervinientes, siempre que no sean contrarias al interés público, al ordenamiento jurídico, o a los principios de buena administración.

2. Los convenios podrán limitarse a recoger compromisos de actuación futura de las partes, revistiendo el carácter de acuerdos marco o protocolos generales, o prever la realización de operaciones concretas y determinadas, en cuyo caso podrán ser inmediatamente ejecutivos y obligatorios para las partes.

3. Cuando se trate de convenios de carácter inmediatamente ejecutivo y obligatorio, la totalidad de las operaciones contempladas en el mismo se consideran integradas en un único negocio complejo. Su conclusión requerirá del previo informe jurídico y el cumplimiento de los trámites establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y normativa autonómica en materia fiscal y presupuestaria, y los restantes requisitos procedimentales previstos para las operaciones patrimoniales que contemplen. Una vez firmados, la certificación expedida por el titular del órgano de la Consejería competente en materia de Hacienda que tenga asignadas las funciones patrimoniales, o el funcionario en quien delegue, será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad u otros registros de las operaciones contempladas en el mismo.

Artículo 157. Competencia.
1. Será órgano competente para celebrar los convenios a los que se refieren los artículos anteriores el titular de la Consejería competente en materia de Hacienda, a propuesta del órgano directivo que tenga asignadas las funciones patrimoniales, y con la autorización del Consejo de Gobierno en los casos en que la misma sea necesaria.

2. Los titulares de las distintas consejerías o entes públicos podrán celebrar convenios para la ordenación de las facultades que les correspondan sobre los bienes que tuvieran afectados, previo informe favorable del titular de la Consejería competente en materia de Hacienda.

3. En el caso de organismos vinculados a la Junta de Extremadura o dependientes de ella, serán órganos competentes para celebrar los expresados convenios sus presidentes o directores, previa comunicación al órgano directivo que tenga asignadas las funciones patrimoniales. Esta comunicación no será necesaria cuando se trate de organismos públicos cuyos bienes estén exceptuados de incorporación al Inventario del Patrimonio de la Comunidad Autónoma conforme a lo previsto en el apartado 2.a del artículo 17.

Además, se ha aprobado el Decreto 19/2008, de 22 febrero, por el que se establece un régimen de ayudas para la mejora de infraestructura en fincas rústicas de propiedad municipal o comunal y dehesas boyales
O) Islas Baleares

Se ha aprobado la Ley 8/2008, de 5 de junio, por la que se modifica la Ley 23/2006, de 20 de diciembre, de capitalidad de Palma de Mallorca. En concreto, en ella se modifica la regulación del régimen de utilización de los bienes de dominio público por las infraestructuras de telecomunicaciones:

Artículo 94.1. La construcción, la ampliación, la reforma o la alteración de redes de telecomunicaciones que necesiten la utilización de dominio público municipal requieren obtener la autorización municipal previa correspondiente incluso en el caso de que la nueva extensión que se haga utilice instalaciones existentes. Todo ello sin perjuicio de las licencias urbanísticas que sean necesarias sea cual sea la persona titular del dominio público.El Ayuntamiento de Palma participa en la ordenación del proceso de desarrollo de la red de telecomunicaciones en su término municipal y determina las áreas más óptimas de emplazamiento al mismo tiempo que concreta los puntos idóneos de ubicación mediante un estudio de detalle, después de haber llegado previamente a un acuerdo con los operadores.

2. Para la instalación de antenas de cualquier clase debe seguirse lo que establecen las ordenanzas municipales. En todo caso, las concesiones y las autorizaciones otorgadas por la administración competente para ocupar el espacio radioeléctrico que afecte a Palma deben comunicarse al ayuntamiento.

3. El Ayuntamiento de Palma, como entidad prestadora de servicios públicos basados en infraestructuras físicas de carácter continuo, puede instalar redes propias de telecomunicaciones diferentes de las de otros operadores.La utilización de estas redes puede ser para uso propio o de terceros, con sujeción, en este último caso, a los principios de neutralidad, transparencia y no discriminación y al cumplimiento de los requisitos exigidos por la normativa estatal en materia de telecomunicaciones».

También se ha aprobado en la citada Comunidad Autónoma la Ley 4/2008, de 14 de mayo, de medidas urgentes para un desarrollo territorial sostenible en las Illes Balears; y la Ley 5/2008, de 14 de mayo, de actuaciones urgentes destinadas a la obtención de suelo para viviendas de protección pública. Leyes que pueden resultar de aplicación a los patrimonios de las Entidades locales.

Q) Castilla y León
Se ha aprobado la Ley 4/2008, de 15 de septiembre, de medidas sobre urbanismo y suelo, por la que se reforman diversos artículos de la Ley de Urbanismo de Castilla y León. De las diversas modificaciones interesan aquellas que afectan al patrimonio municipal del suelo y que se contienen en el artículo 6 de la citada Ley 4/2008. En concreto, los artículos modificados son los siguientes:

Uno: El apartado 3 del artículo 123 queda redactado del siguiente modo:

Artículo 123.3. 

Las Diputaciones Provinciales gestionarán su propio Patrimonio Provincial de suelo, con la finalidad de contribuir a la consecución de los fines de los patrimonios municipales de suelo.

Artículo 124. Bienes integrantes.

1. Integrarán el patrimonio público de suelo que proceda, según cual sea su Administración titular:

a) Los bienes, recursos y derechos que adquiera la Administración en virtud del deber a que se refiere el apartado b) del artículo 20.

b) Los terrenos de naturaleza patrimonial que sean clasificados como suelo urbano no consolidado o suelo urbanizable de uso residencial.

c) Los terrenos adquiridos a fin de incorporarlos a los patrimonios públicos de suelo, y los terrenos que la Administración considere conveniente incorporar a dichos patrimonios.

d) Los siguientes fondos:

1º Los créditos que tengan como garantía hipotecaria los bienes incluidos en el mismo patrimonio.

2º Las acciones o participaciones que se suscriban en sociedades o entidades en las que se aporten como capital público bienes del mismo patrimonio.

3º Las transferencias y consignaciones presupuestarias cuyo fin sea la conservación, ampliación o gestión del mismo patrimonio.

4º Los ingresos obtenidos mediante la enajenación de otros bienes del mismo patrimonio o la sustitución del aprovechamiento correspondiente a la Administración por su equivalente en metálico, y en general mediante la gestión del mismo patrimonio.

2. Los bienes de los patrimonios públicos de suelo constituyen un patrimonio separado de los restantes bienes de su Administración titular y, a efectos del régimen aplicable a los actos de disposición, tendrán la consideración de bienes patrimoniales.

Artículo 125.1.

 Los bienes de los patrimonios públicos de suelo, los fondos adscritos a los mismos, así como los ingresos obtenidos por su enajenación, deberán destinarse necesariamente a alguno de los siguientes fines de interés social, siempre que sean compatibles con el planeamiento urbanístico o los instrumentos de ordenación del territorio:

 Letras a), d) y e) del apartado 1 del artículo 125

a) Conservación, gestión o ampliación de los propios patrimonios públicos de suelo, siempre que se trate de gastos de capital.

d) Compensación a propietarios a los que corresponda un aprovechamiento superior al permitido por el planeamiento, o cuyos terrenos hayan sido objeto de ocupación directa, así como pago de los gastos de urbanización de actuaciones de iniciativa pública.

e) Otros fines de interés social previstos en el planeamiento urbanístico o en los instrumentos de ordenación del territorio, o vinculados a su ejecución, o de protección o mejora de espacios naturales o de los bienes inmuebles del patrimonio cultural, en la forma que se determine reglamentariamente.

Artículo 127. Transmisión.

1. En la transmisión de los bienes de los patrimonios públicos de suelo debe asegurarse la vinculación de su destino a los fines previstos en el artículo 125 y el cumplimiento de los plazos de urbanización y edificación establecidos, así como, cuando se trate de viviendas con protección pública o de suelo destinado a su construcción, el respeto de su precio máximo conforme a la legislación sectorial.

2. Como regla general, la transmisión de los bienes de los patrimonios públicos de suelo se realizará de forma onerosa, por precio no inferior al valor de su aprovechamiento, mediante enajenación o permuta previo concurso público. Si el concurso quedara desierto, los terrenos podrán enajenarse de forma directa antes de un año conforme al mismo pliego.

3. La transmisión de los bienes de los patrimonios públicos de suelo podrá realizarse mediante cesión gratuita o enajenación por precio inferior al valor de su aprovechamiento, incluso de forma directa:

a) A favor de Administraciones públicas, entidades de derecho público dependientes de ellas, mancomunidades, consorcios o empresas públicas, siempre que se comprometan a destinarlos a alguno de los fines señalados en el artículo 125.

b) A favor de entidades privadas de interés público sin ánimo de lucro, siempre que se comprometan a destinarlos a alguno de los fines señalados en los apartados 1.b) y 1.e) del artículo 125.

4. Asimismo, los bienes de los patrimonios públicos de suelo podrán transmitirse mediante enajenación o permuta por precio no inferior al valor de su aprovechamiento, de forma directa:

a) A favor de propietarios a los que corresponda un aprovechamiento superior al permitido por el planeamiento en la unidad de actuación en la que estén incluidos sus terrenos.

b) A favor de propietarios a los que corresponda un aprovechamiento inferior al permitido por el planeamiento en la unidad de actuación en la que estén incluidos sus terrenos, únicamente cuando se trate de transmitirles dicho exceso de aprovechamiento.

c) A favor de titulares de derecho de superficie, cuando se trate de transmitirles los bienes sobre los cuales esté constituido el derecho.

d) En caso de permuta, cuando se justifique la idoneidad de los bienes inmuebles a obtener para el cumplimiento de las determinaciones del planeamiento urbanístico o para la satisfacción de otras necesidades de interés público.

e) A favor de entidades de carácter asistencial, social o sindical sin ánimo de lucro, que promuevan la construcción de viviendas con protección pública y acrediten su experiencia y medios para garantizar la viabilidad de la promoción.

5. Los bienes de los patrimonios públicos de suelo cuyas determinaciones urbanísticas resulten incompatibles con los fines previstos en el artículo 125 podrán transmitirse mediante subasta, por precio no inferior al valor de su aprovechamiento, debiendo destinarse los ingresos obtenidos a los mismos fines.

6. En lo no previsto en esta Ley se aplicará la normativa patrimonial de la Administración titular.

Artículo 128.1

Los instrumentos de ordenación del territorio y de planeamiento general podrán delimitar reservas de terrenos de cualquier clase para su incorporación al correspondiente patrimonio público de suelo. En tal caso la aprobación de los citados instrumentos implicará:

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.

La jurisprudencia que se comenta en el presente apartado se corresponde con las Sentencias del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores de Justicia publicadas por la editorial Aranzadi desde el último informe presentado en el curso 2007/2008. En cada una de ellas se indica el número de marginal asignado por la citada editorial (Ar.) Además, en el caso de la jurisprudencia de los Tribunales Superiores de Justicia también se ha añadido la jurisprudencia que la editorial Aranzadi ha incluido en su base de datos electrónica y que aparece con números marginales específicos (JUR.)

Por lo que respecta a la estructura expositiva de las Sentencias se agruparán en los siguientes apartados: los bienes de dominio local (clasificación, titularidad, objeto, fin público, alteración de la calificación jurídica y régimen jurídico); los bienes patrimoniales locales (clasificación y régimen jurídico); adquisición y enajenación del patrimonio local; utilización de los bienes de dominio público y patrimoniales; y régimen de protección de los bienes de las Entidades locales. En cada informe se expondrán las Sentencias que se hayan dictado bajo alguna de las rúbricas que se acaban de indicar.

2.- TRIBUNAL SUPREMO.

A) Enajenación del patrimonio local. Enajenación mediante permuta de los bienes patrimoniales: condiciones para su validez.

En la STS, Sala Tercera, Sección Quinta, de 5 de enero de 2007, Ar. 8555, se admite la validez de las permutas contenidas en convenios, siempre que se cumplan las condiciones marcadas en la normativa de régimen local y, en particular, las previstas en el artículo 112.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 1986. En dicho precepto se dice que no será necesaria la subasta en los casos de enajenación mediante permuta con otros bienes de carácter inmobiliario, previo expediente que acredite la necesidad de efectuarla y que la diferencia del valor entre los bienes que se trate de permutar no sea superior al 40 por 100 del que lo tenga mayor. Requisitos que no se cumplieron en el caso objeto del proceso.

Al margen de las circunstancias del caso concreto, debe indicarse que en la STS comentada se reitera doctrina anterior de la Sala establecida en SSTS de 15 de junio de 2002, 24 de abril de 2001 y 31 de enero de 2000 sobre la interpretación del artículo 112.2 del Reglamento mencionado y la exigencia de un expediente en el que se refleje el cumplimiento de las condiciones marcadas en dicho precepto. En esta jurisprudencia anterior que se cita se parte de que la subasta pública es la regla general en la enajenación de los inmuebles de los Entes locales, según resulta de lo establecido en el artículo 112 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales. Teniendo en cuenta dicha regla, el  significado de la misma va mas allá de ser una mera formalidad secundaria o escasamente relevante, pues tiene una estrecha relación con los principios constitucionales de igualdad y eficacia de las Administraciones públicas que proclaman los artículos 14 y 103 de la Constitución; y la razón de ello es que, a través de la libre concurrencia que es inherente a la subasta, se coloca en igual situación a todos los posibles interesados en la adquisición de los bienes locales, y, al mismo tiempo, se amplía el abanico de las opciones posibles del Ente Local frente a los intereses públicos que motivan la enajenación de sus bienes. Es en el marco de la idea que se acaba de indicar como ha de ser interpretado el apartado 2 del artículo 112 del Reglamento y lo que conduce a que la exigencia del expediente que en este precepto se establece para, a través de la permuta, excepcionar esa regla general de la subasta, únicamente podrá considerarse cumplida cuando, no sólo exista un expediente que autorice la permuta, sino también hayan quedado precisadas y acreditadas en él las concretas razones que hagan aparecer a la permuta no ya como una conveniencia sino como una necesidad; y esto último lo que exigirá, a su vez, será dejar constancia: de los intereses o necesidades públicas de cuya atención se trata; de las razones por la que para dicha atención son mas convenientes que otros los bienes que se pretenden adquirir por permuta; y de la causa por la que tales bienes han de ser adquiridos por permuta y por otros medios. 

La doctrina expuesta contenida en la STS comentada se reitera en la posterior STS de la Sala Tercera, Sección Quinta, de 5 de febrero de 2008, Ar. 4089. Además, en esta última STS se considera que el artículo 112.2 del Reglamento de Bienes de 1986, en el que se fija la necesidad de un expediente en el que se acredite la necesidad de efectuarla y unos criterios de valoración entre los bienes permutados, no ha sido derogado por la Ley de Contratos del Sector Público del 2007, por lo que sigue siendo aplicable la doctrina jurisprudencial anterior.

B) Enajenación del patrimonio local. Enajenación mediante permuta: admisibilidad de la permuta de cosa futura e imposibilidad de que este contrato sustituya a los contratos de obras públicas en los que el contratista se adjudique una parte del bien construido.

En el punto anterior ya se ha indicado cómo en la STS de la Sala Tercera, Sección Quinta, de 5 de febrero de 2008, Ar. 4089, se configura la permuta como una excepción de la subasta, por lo que es necesario que se cumplan determinados requisitos. En el caso de que no se aprecien en el caso concreto la permuta estará viciada. Pero además la citada Sentencia se enfrenta también con la admisibilidad de los contratos de permuta de cosa futura, es decir, contratos en los que el Ayuntamiento recibe una edificación construida por la otra parte contratante a cambio de reservarse algunos elementos de la edificación, como pisos, locales, etc. La duda sobre su legalidad surge como consecuencia de que en realidad estos contratos pueden configurarse como contratos de obras públicas en los que el precio no es una cantidad dineraria, sino la entrega de bienes inmuebles. En el caso debatido en la STS citada el Tribunal llegó a la conclusión de que no era un verdadero contrato de permuta de cosa futura, sino un contrato de obras públicas, por lo que se anula el mismo por concurrir un vicio de desviación de poder.

En concreto, en la STS comentada se dice que aplicando la doctrina jurisprudencial podemos llegar a la conclusión de que se ha acreditado suficientemente que la actuación del Ayuntamiento ha estado investida, en el momento de la elección del contrato de permuta discutido en autos, de manifiesta desviación de poder, acomodando la referida actuación a fines distintos de los perseguidos por la norma. Esto es, en el supuesto de autos se ha producido, por parte del Ayuntamiento, el ejercicio de una potestad administrativa (consistente en la elección de la figura del contrato de permuta de cosa futura) para alcanzar un fin distinto (cual es adjudicar la realización de unas obras públicas a una entidad concreta, con posterior cesión a la misma de parte de lo edificado), generando, así, una conducta de desviación de poder, introduciendo un elemento contractual que ha posibilitado la arbitrariedad en el ámbito de la disponibilidad de los bienes patrimoniales. Dicho de otra forma, con la elección contractual indebidamente elegida, se consiguió eludir la regla general de la subasta para la realización de obras públicas, adjudicando la misma -de forma directa- a la entidad recurrida, lo que supuso el claro apartamiento de potestades regladas por parte de la Administración municipal actuante, siendo estas razones las que determinan que se advierta que se haya producido una actitud manifiestamente encubridora de una situación generadora de desviación de poder o de apartamiento teleológico manifiesto del fin previsto de interés público que se persigue con el seguimiento procedimental y contractual de la subasta pública.
 Y sigue diciendo la STS comentada que una reiterada jurisprudencia comunitaria, de la que es representativa la STJUE de 14 de julio de 2006 (Endesa, SA contra Comisión), ha sintetizado el anterior concepto de desviación de poder, señalando al efecto que la misma concurre "cuando existen indicios objetivos, pertinentes y concordantes de que dicho acto ha sido adoptado con el fin exclusivo o, al menos, determinante de alcanzar fines distintos de los alegados o de eludir un procedimiento específicamente establecido por el Tratado para hacer frente a las circunstancias del caso (Sentencias del Tribunal de Justicia de 21 de junio de 1984, Lux/Tribunal de Cuentas, C-69/83, Rec. pg. 2447, apartado 30; de 13 de noviembre de 1990 , Fedesa y otros, C-331/88, Rec. pg. I-4023, apartado 24; de 13 de julio de 1995, Parlamento/Comisión, C-156/93, Rec. pg. I-2019, apartado 31; de 14 de mayo de 1998, Windpark Groothusen/Comisión, C-48/96 P, Rec. pg. I-2873, apartado 52, y de 22 de noviembre de 2001, Países Bajos/Consejo, C-110/97, Rec. pg. I-8763, apartado 137)". 

Debemos advertir, sigue diciendo la STS comentada, por otra parte (como entre otras hemos puesto de manifiesto en la STS de 21 de marzo de 2000) que no encontramos obstáculo para revisar en casación -como estamos haciendo- la conclusión a que el Tribunal de instancia ha llegado sobre la inexistencia de la arbitrariedad denunciada -que la desviación de poder implica- en la decisión administrativa impugnada, pues, si bien es cierto que en casación no pueden ser revisados los hechos declarados probados por el Tribunal de instancia (a salvo la posible infracción de preceptos sobre valoración tasada de la prueba), también lo es que la arbitrariedad no es un hecho, sino una valoración jurídica de unos hechos, y la decisión arbitraria es aquella que procede sólo de la voluntad o del capricho y no de los criterios establecidos por el ordenamiento jurídico, y para afirmarla o negarla hay que partir de unos hechos. Pues bien, éstos son intocables en casación, pero su evaluación es una operación exclusivamente jurídica, y, como tal, susceptible de revisión en este momento. 

Y, finalmente, en la STS comentada se dice que existe un dato especialmente significativo del que debemos deducir por vía indiciaria la desviada decisión municipal: La inexistencia de dato alguno objetivo para elegir como contratante permutante a la entidad codemandada en la instancia y ahora recurrida. En la permuta, y más en el ámbito de los intereses públicos, la razón de ser de su viabilidad jurídica viene determinada por la concreta necesidad pública de un determinado bien de titularidad ajena al patrimonio municipal, pero, en el supuesto de autos, ninguna razón objetiva, experiencia técnica, habilidad específica o calificación profesional avalan la elección de la recurrida para la suscripción de un contrato de permuta, como no fuera la arbitraria voluntad municipal de que fuera ella -y no otra- la entidad a la que habría de permutarse el inmueble municipal a cambio, en parte, de la realización de unas obras y el abono de unas cantidades que, en principio, no se presentan como contraprestaciones contractuales personalísimas, específicas o genuinas solo realizables por la entidad recurrida; mas al contrario, las mismas se presentan como prestaciones objetivamente ejecutables por cualquier entidad dedicada a la actividad constructora, a la se podría -y debería- haber elegido a través de un mecanismo contractual mas objetivo que la particular elección llevada a cabo utilizando -con desviación de poder- el expediente contractual de la permuta.

C) Utilización de los bienes de dominio público. Aplicación prioritaria de las normas especiales frente a las generales sobre dominio público previstas en la legislación local.

En la STS de la Sala Tercera, Sección Cuarta, de 6 de mayo de 2008, JUR/ 2008/170049 se plantea la normativa aplicable a las concesiones de plazas en un aparcamiento público. Dicho aparcamiento había sido construido por una empresa pública a la que se había otorgado como precio la concesión administrativa de dichas plazas. El Tribunal entiende que el otorgamiento de las concesiones lo hacía en el ámbito de una financiación de una obra pública mediante la concesión de dominio público, para lo cual remitía a los arts. 130 a 134 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas de 2000. Normativa que junto al Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales de 1955 resulta de aplicación priorita frente a las reglas generales sobre dominio público previstas en la normativa local.

D) Protección del dominio público. Carácter no constitutivo de la inscripción en el Inventario de bienes local.

La STS, Sala Tercera, Sección Quinta, de 20 de junio de 2007, Ar. 4834, se pronuncia sobre la falta de carácter constitutivo de la inscripción en el Inventario de bienes municipal para atribuir la titularidad de un bien a la Entidad local. En concreto, en la STS citada se dice que la afirmación de que una vía pública sólo es de dominio público si está incluida como tal en el Inventario municipal, se trata de una doctrina equivocada y dañosa para el interés general, pues permitiría la realización de actos de dominio por particulares sobre vías que son de dominio público, por el sólo hecho de que no estén incluidas en el Inventario municipal de bienes; ningún precepto de la Ley de Régimen Local de 1986 (artículos 17 a 36), permite concluir que el Inventario tenga efectos constitutivos para el dominio público, de forma que sólo los bienes incluidos en él lo sean, o que sólo mediante su inclusión en él pueda probarse su condición de tales.  Y sigue diciendo que, por lo que se refiere a las vías públicas procedentes de cesiones urbanísticas no es en absoluto su inclusión en el Inventario municipal lo que determina su condición de tales, ya que el artículo 124 del Reglamento de Gestión Urbanística de 1978 dispone que la firmeza en vía administrativa del acuerdo de reparcelación determinará la cesión de derecho al Municipio en que se actúe en pleno dominio y libre de cargas de todos los terrenos que sean de cesión obligatoria según el Plan, para su incorporación al Patrimonio municipal del suelo, o su afectación a los usos previstos en el mismo; y los terrenos que el Plan destine al dominio público municipal quedarán afectados al mismo sin más trámites. La Sentencia termina concluyendo que, siendo así las cosas, no pueda decirse que la inclusión de la vía en el Inventario municipal sea requisito para que pueda ser considerada de dominio público. 

La doctrina de la STS comentada se reitera en la STS de la Sala Tercera, Sección Tercera, Sección Quinta, de 21 de mayo de 2008. Ar. 2849. 

E) Protección del dominio público. Potestad de recuperación de oficio: órgano competente para acordar su ejercicio.

La STS, Sala Tercera, Sección Quinta, de 2 de abril de 2008, Ar. 1618, se pronuncia sobre el órgano competente para acordar el ejercicio de la potestad de recuperación y se indica que puede ser tanto el Alcalde como el Pleno. 

En particular, en la STS comentada se afirma que la interpretación que  la parte recurrente hace del artículo 71.2 del Reglamento de Bienes de 1986, como si exigiera acuerdo del Pleno del Ayuntamiento para iniciar el ejercicio de la potestad, no es acertada, puesto que lo que el precepto exige es "acuerdo de la Corporación", y no pueden asimilarse los conceptos de "Corporación" y "Pleno". La Corporación es la entidad pública, y así se deduce del artículo 22-2-j) de la Ley de Bases de Régimen Local, cuando dice que corresponderá al Pleno "la defensa de la Corporación en materias de competencia plenaria", distinguiendo la persona jurídica (la Corporación), y el órgano (el Pleno). Por ello, cuando el Reglamento de Bienes exige "acuerdo previo de la Corporación" no está atribuyendo la competencia a un órgano concreto dentro de la Corporación, para lo cual haya que acudir a los artículos 21 y 22 de la Ley indicada, en el primero de los cuales se atribuyen al Alcalde "aquellas competencias que la legislación del Estado (...) asigne al municipio y no atribuya a otros órganos municipales". (Artículo 21-1-s). Este es el título de atribución a los Alcaldes de la competencia para ordenar la recuperación de oficio de bienes en vía administrativa, y no el del artículo 21-1-k ("el ejercicio de acciones judiciales y administrativas"); el ejercicio de una acción administrativa es cosa distinta a la recuperación de oficio, pues alude necesariamente a la comparecencia ante otras Administraciones en defensa de intereses municipales, sin lo cual no puede decirse que haya "ejercicio de acción administrativa", lo que es distinto al puro ejercicio de potestades municipales (v.g. tributaria, de disciplina urbanística, de seguridad vial, expropiatoria, etc.); en todos estos supuestos existe ejercicio de competencias administrativas pero no ejercicio de acciones administrativas. 

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

I) Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana.

a) Enajenación de bienes. Permuta de bienes municipales por cosa futura.

En la STSJ de la Comunidad Valenciana de la Sala de lo contencioso-administrativo, Sección Tercera, de 14 de noviembre de 2007, JUR. 2008/119427, no se admite la permuta de un bien municipal por cosa futura en la medida en que no se cumplen los requisitos establecidos en el artículo 112.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 1986, tal y como se interpreta por la jurisprudencia citada. Al interpretar los hechos, el Tribunal afirma que tiene en cuenta la reiteración con que el Ayuntamiento está haciendo uso de este sistema, que no es un argumento (por sí solo) que lleve a la Sala a alcanzar un pronunciamiento pero sí un hecho a tener en cuenta en la medida en que proporciona un enfoque más adecuado a la realidad del acto administrativo aislado.

L) Tribunal Superior de Justicia de Canarias.

a) Protección de los bienes de dominio público. Requisitos para hacer efectiva la recuperación de oficio de los bienes municipales. 

En la STSJ de Canarias de la Sala de lo contencioso-administrativo, Sección Segunda, de 2 de octubre de 2007, JUR. 2008/103069, se admite la recuperación de un bien de dominio público de titularidad municipal, dada la prueba practicada. Entre esos elementos probatorios obra un informe de técnico municipal.  En relación con dicho informe se señala en la Sentencia citada que goza de la presunción de acierto, por la imparcialidad y cualificación técnica que se presume en su autor, lo cual es nota común a los informes emitidos por técnicos de la Administración, y, desde luego, sus conclusiones no han sido desvirtuada a lo largo del proceso, en el que la actora, como antes dijimos, hacer valer su posición en base a hipótesis de situación de la finca. Al margen del valor del mencionado informe, en la Sentencia se resume la jurisprudencia del TS relativa a los requisitos exigidos para la procedencia de la recuperación de oficio por parte del Municipio y el procedimiento que debe seguirse.

O) Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

a) Enajenación del patrimonio local. Diferenciación entre convenios interadministrativos de colaboración y permutas de bienes entre Administraciones públicas.

En la legislación de régimen local permite tanto la permuta de bienes entre Entidades locales como los convenios interadministrativos. En la STSJ de Madrid, de la Sala de lo contencioso-administrativo, Sección Segunda, de 27 de septiembre de 2007, JUR. 2008/128420, se plantea la necesidad de diferenciar ambos supuestos en un caso en el que se firma un protocolo entre el Estado y un Ayuntamiento en el que, entre otras cuestiones, se acuerda la cesión entre ambos bienes.
En concreto, en la citada Sentencia se dice que la cuestión que se suscita en los presentes autos es, por tanto, determinar la naturaleza jurídica de lo acordado entre la Administración del Estado y el Ayuntamiento. Así, la permuta de bienes está definida con carácter general en el artículo 1.538 del Código Civil, al preceptuar que "La permuta es un contrato por el cual cada uno de los contratantes se obliga a dar una cosa para recibir otra", este precepto resulta aplicable al ámbito administrativo en virtud de la cláusula de supletoriedad establecida en el citado texto legal. Así debemos analizar si lo acordado entre la Administración del Estado y el Ayuntamiento goza de este carácter contractual.

En primer lugar de la lectura del acuerdo se desprende que la intención de las partes no es la de simple intercambio de bienes, sino dar una satisfacción adecuada a carencias institucionales y administrativas, de las que adolecen las dos Administraciones firmantes, en orden a la prestación de los servicios públicos que tienen encomendados. Tal intención se ve reforzada por el carácter modal de la cesión que está condicionado a que ambas Administraciones destinen los bienes cedidos para la finalidad específica para la que se ceden, esto es para que sirvan de sede a distintos órganos de ambas Administraciones.

En segundo lugar, lo acordado por las partes no es un simple intercambio de bienes, pues el Ayuntamiento de se compromete a autorizar a una Sociedad estatal el uso gratuito e indefinido, en el edificio cedido, de los espacios designados en el plano que se adjuntaban como anexo nº 3 de la Addenda, que suman 2.886 m2, con destino al uso de esa Sociedad estatal, cesión que no encaja en el concepto jurídico de permuta ni en el de arrendamiento.

De todo ello se deduce que el instrumento jurídico elegido por la Administración del Estado y el Ayuntamiento, un convenio interadministrativo, aparece como adecuado.
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